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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, emite la siguiente:
SENTENCIA
Mediante la cual se resuelve la controversia constitucional 67/2025, promovida por el Poder Ejecutivo Federal en contra del artículo 22, fracción XIV, incisos h) e i), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal del año 2025, publicada en el Periódico Oficial del Estado el treinta de diciembre de dos mil veinticuatro, emitida por el Poder Legislativo y promulgado por el Poder Ejecutivo ambos del Estado de San Luis Potosí, en contravención de los artículos 25, párrafo quinto; 27, párrafos cuarto, sexto y séptimo; 28 párrafo cuarto; 73, fracciones X y XXIX, numeral 2o y 5o., inciso a; y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en los siguientes antecedentes y apartados:
ANTECEDENTES
1.
Presentación de la demanda. Mediante escrito presentado el trece de febrero de dos mil veinticinco, en el buzón judicial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el catorce siguiente, la persona titular de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo Federal, promovió controversia constitucional, en la que demanda la invalidez de las normas que más adelante se precisan, emitidas y promulgadas por las autoridades que a continuación se señalan:
2.
Entidad, poder u órganos demandados:
(
Poder Legislativo del estado de San Luis Potosí.

(
Poder Ejecutivo del estado de San Luis Potosí.
3.
Norma general cuya invalidez se demanda. Decreto 0128 de treinta de diciembre de dos mil veinticuatro mediante el cual se expide la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal del año 2025, específicamente el artículo 22, fracción XIV, incisos h) e i).
4.
Preceptos constitucionales que se consideran vulnerados. Artículos 25, párrafo quinto; 27, párrafos cuarto, sexto y séptimo; 28 párrafo cuarto; 73, fracciones X y XXIX, numeral 5o., inciso a; y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
5.
Conceptos de invalidez. En su único concepto de invalidez, el Poder actor expresó, en síntesis, los argumentos siguientes:
-
El decreto invade la competencia de la Federación dado que las entidades federativas no ostentan las facultades legislativas, contributivas, de ejecución ni de vigilancia sobre la industria eléctrica, ni tampoco los municipios. La regulación del sector eléctrico es de competencia federal de conformidad con los artículos 25, 27, 28 y 73, fracciones X y XXIX, de la Constitución.
-
Si bien la norma impugnada no dispone de manera literal el cobro por el otorgamiento de una concesión o permiso para ejecutar actividades de esta industria, sí prevé un pago de derechos por la expedición de licencias de uso de suelo y de construcción para instalación de generadores de energía eólica.
-
Asimismo, las facultades constitucionales de los municipios sobre el otorgamiento de licencias o permisos sobre uso de suelo, de construcciones de obras y funcionamiento están restringidas para ser ejercidas, cuando se refiera a alguna materia reservada a la Federación, como es el caso de la energía eléctrica, más aún cuando se grave dicho servicio, una parte de él o los servicios que lo integren e incida en los aspectos técnicos relativos a la instalación, operación y mantenimiento de sus insumos especiales.
-
Por lo anterior, la entidad federativa al emitir la ley de ingresos impugnada invade las competencias de la Federación, ya que no ostenta las facultades de regular e imponer contribuciones en la actividad de la industria eléctrica.
6.
Radicación y turno. Por proveído de veinte de febrero de dos mil veinticinco, la Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación acordó formar y registrar la presente controversia constitucional bajo el expediente 67/2025, y ordenó se turnara al Ministro instructor del procedimiento.
7.
Admisión. Mediante auto de cinco de marzo de dos mil veinticinco, el Ministro instructor admitió a trámite la demanda; tuvo como demandados a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de San Luis Potosí, y ordenó su emplazamiento para que formularan la contestación correspondiente.
8.
Terceros Interesados. Las Cámaras de Diputados y de Senadores, ambas del Congreso de la Unión, así como el Municipio de Villa de Arriaga del Estado de San Luis Potosí, a los que dio vista a efecto de que manifestaran lo que a su derecho conviniera. Asimismo, ordenó dar vista a la Fiscalía General de la República para que, en su caso, manifestara lo que a su representación correspondiera.
9.
Manifestaciones de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. Por escrito recibido el once de abril de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el delegado autorizado de la Cámara de Senadores, manifestó lo siguiente:
(
El concepto de invalidez de la parte actora de la controversia constitucional resulta fundado y motivado.
(
La norma impugnada tiene como consecuencia el cobro a los contribuyentes por parte del municipio de un servicio relacionado con la regulación en materia de energía eléctrica, exclusivo de la Federación, por lo que resulta claro que el congreso local invadió las facultades de ésta, ya que no puede realizar una doble tributación en dicha actividad, ni regular e imponer contribuciones por las actividades de la industria eléctrica. En consecuencia, la entidad federativa demandada invadió las esferas competenciales de la Federación, razón por la cual es inconstitucional el decreto combatido.
10.
Contestación del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí. Mediante oficio recibido el catorce de abril de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el Consejero Jurídico del Estado de San Luis Potosí, señaló lo siguiente1:
(
El Poder Ejecutivo se encuentra invariablemente implicado en la promulgación y publicación de la norma que se impugna en la controversia constitucional.
(
No se advierte que la ley recurrida vulnere derechos fundamentales de manera restrictiva, esto es, violaciones directas a derechos fundamentales, o bien de forma amplia o extensiva, es decir, violaciones directas o indirectas de derecho fundamentales.
11.
Contestación del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.
Por escrito recibido el veintiocho de abril de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el Presidente de la Directiva del Congreso del Estado, dio contestación a la demanda, aduciendo, en esencia, lo siguiente:
(
Este Poder Legislativo no reconoce la presunta invasión de esferas competenciales a que hace referencia la promovente.
(
Es inconcuso que este Poder Legislativo tiene atribuciones para prever a favor de los municipios de esta Entidad Federativa, el cobro de derechos por la expedición de licencias, permisos o autorizaciones para construcciones en la vía pública o en propiedad privada, en sus respectivas leyes de ingresos, tal como se realizó en el caso que nos ocupa
12.
Manifestaciones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Mediante escrito presentado, el veintinueve de abril de dos mil veinticinco en este Alto Tribunal, el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, señaló que el fondo de la litis constitucional se centra en determinar si la Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal de 2025 del Municipio de Villa de Arriaga, en el Estado de S.L.P., resulta contraria a los artículos 25, párrafo quinto, 27 párrafo séptimo, 28 párrafo cuarto, 73, fracciones X y XXIX numeral 5o., y 124 de la Constitución Federal, dado que dicho ordenamiento invade facultades de la Federación respecto de la regulación de contribuciones en materia de energía eléctrica, razón por la cual el órgano legislativo estará al tanto de la resolución que sobre el particular adopte la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
13.
Por acuerdo de diecinueve de mayo de dos mil veinticinco, el entonces Ministro instructor tuvo por hechas las manifestaciones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; así como al Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, dando contestación a la demanda. Luego, determinó que había transcurrido el plazo otorgado al Municipio de Villa de Arriaga a fin de que manifestara lo que a su derecho conviniera y, finalmente, señaló hora y fecha para que tuviera verificativo la audiencia de ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos.
14.
Opinión del Fiscal General de la República. El Fiscal General de la República se abstuvo de formular pedimento.
15.
Cierre de instrucción. Mediante proveído de diecinueve de junio de dos mil veinticinco, el Ministro instructor ordenó integrar a los autos el acta de la audiencia, y tuvo por desahogadas las pruebas ofrecidas por su propia y especial naturaleza, así como los alegatos formulados por el Poder Ejecutivo Federal y la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Finalmente, acordó el cierre de instrucción a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.
16.
Returno. Por acuerdo de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el asunto fue radicado en la Ponencia de la Ministra María Estela Ríos González para la elaboración del proyecto respectivo; lo anterior, de acuerdo con el sexto transitorio del Acuerdo General 1/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
I. COMPETENCIA.
17.
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente controversia constitucional, en términos de lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, de la Constitución General y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, así como el Punto Segundo, fracción I, del Acuerdo General 2/2025 (12a) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en virtud de que se plantea un conflicto entre el Poder Ejecutivo Federal y el Estado de San Luis Potosí.
II. NORMAS IMPUGNADAS.
18.
El artículo 22, fracción XIV, incisos h) e i), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del año 2025, publicado el treinta de diciembre de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado, que a la letra establece:
“ARTÍCULO 22. El cobro del derecho que se derive de la prestación de los servicios de planeación se causará de acuerdo con los conceptos y cuotas siguientes:

	XIV. Expedición de licencia de construcción para instalación de cualquier tipo de estructura, postes que soporten líneas de cableado, generación de energía eólica, anuncio o cualquier otro tipo:

	(…)
	(…)

	h) Generadores de energía eólica
	620.00

	i) Colocación de vías de ferrocarril por metro lineal
	1.50

	(…)
	(…)


III. OPORTUNIDAD DE LA PRESENTACIÓN.
19.
La presentación de la demanda, en términos del artículo 21, fracción II2, de la Ley Reglamentaria de la materia, fue oportuna ya que la norma impugnada fue publicada en el Periódico Oficial del Estado el treinta de diciembre de dos mil veinticuatro, y la controversia fue presentada en esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el trece de febrero de dos mil veinticinco, por lo que se concluye que su presentación se hizo dentro del plazo de treinta días hábiles que refiere el precepto citado3.
IV. LEGITIMACIÓN ACTIVA.
20.
 El accionante, Poder Ejecutivo Federal, está legitimado para interponer la presente controversia constitucional en términos de los artículos 105, fracción I, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos4, 10, fracción I5, y 11, párrafos primero y tercero6, de la Ley Reglamentaria de la materia, en la inteligencia de que dicho poder promovió esta controversia constitucional por conducto de la persona titular de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal en su carácter de representante legal, como lo dispone el párrafo cuarto del artículo 90 constitucional y artículo 43, fracción X, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal7.
V. LEGITIMACIÓN PASIVA.
21.
La tienen los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de San Luis Potosí, conforme a los artículos 10, fracción II8, y 11, párrafo primero, de la citada Ley Reglamentaria. Por cuanto hace al Poder Legislativo de la entidad contestó la demanda el Presidente de la Directiva del Congreso del Estado de San Luis Potosí, quien acreditó ese carácter con copia certificada de las actas de las sesiones: preparatoria y de instalación de la Sexagésima Cuarta Legislatura del catorce de septiembre de dos mil veinticuatro, en las que tomó protesta con el cargo referido.
22.
Con relación al Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, este contestó la demanda por conducto de la persona titular de la Consejería Jurídica del Gobierno de esa entidad, quien acreditó su personalidad con copia certificada de su nombramiento de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintitrés.
VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA.
23.
Las partes no hicieron valer alguna causal de improcedencia ni motivo de sobreseimiento. Este Pleno tampoco advierte que se actualice alguna, por lo que procede estudiar el fondo del asunto.
VII. ESTUDIO DE FONDO.
24.
El Poder actor argumenta sustancialmente que los incisos h) e i), fracción XIV, artículo 22, de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del Año 2025, es contrario a los artículos 25, 27, 28 y 73, fracciones X y XXIX de la Constitución, pues invade una materia exclusiva de la Federación.
25.
Para estudiar la constitucionalidad de las porciones normativas impugnadas en la presente controversia constitucional, procede determinar si los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, tienen facultades para cobrar por el derecho de los servicios de planeación a través de la expedición de licencias de construcción sobre:
i) Generación de energía eólica, y
ii) Colocación de vías de ferrocarril por metro lineal.
i)
Generación de energía eólica.
26.
Por energía eólica debe entenderse aquella “generada por efecto de las corrientes de aire, y que es transmutada en otras formas útiles para las actividades humanas. Principalmente se utiliza para producir energía eléctrica mediante aerogeneradores”9. Luego, se está pretendiendo cobrar derechos, por la expedición de licencias de construcción de instalaciones de energía eléctrica.
27.
Al respecto, el artículo 25, párrafo cuarto, de la Constitución establece que “… Tratándose de la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, y del servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, (…), la Nación llevará a cabo dichas actividades en términos de lo dispuesto por los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución.”
28.
Por su parte, el artículo 27, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos “… corresponde exclusivamente a la Nación la planeación y el control del sistema eléctrico nacional en los términos del artículo 28 de esta Constitución, así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica; en estas actividades no se otorgarán concesiones. Las leyes determinarán la forma en que los particulares podrán participar en las demás actividades de la industria eléctrica, que en ningún caso tendrán prevalencia sobre la empresa pública del Estado, cuya esencia es cumplir con su responsabilidad social y garantizar la continuidad y accesibilidad del servicio público de electricidad”.
29.
El artículo 28, párrafo cuarto, de la Norma Fundamental se determina que “No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: (…); la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, cuyos objetivos serán preservar la seguridad y autosuficiencia energética de la Nación y proveer al pueblo de la electricidad al menor precio posible, evitando el lucro, para garantizar la seguridad nacional y soberanía a través de la empresa pública del Estado que se establezca; así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica (…)”.
30.
Asimismo, el artículo 73, fracciones X y XXIX, numeral 5o., inciso a, de la Constitución Federal, establece como facultad exclusiva del Congreso de la Unión, legislar en toda la República sobre energía eléctrica, así como para establecer contribuciones especiales sobre la materia, respectivamente.
31.
De los artículos citados es posible sostener que el Congreso de la Unión tiene la facultad exclusiva para legislar en toda la República sobre energía eléctrica, así como para establecer contribuciones en esa materia.
32.
Cabe señalar que la norma impugnada puede prestarse a confusión porque regula cuestiones que en principio parecieran ser competencia del municipio en términos de lo que establece el artículo 115, fracción V, inciso f, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La norma impugnada se refiere al cobro de derechos por la expedición de licencia de construcción para instalación de cualquier tipo de estructura, postes que soporten líneas de cableado, (…) anuncio o cualquier otro tipo, pero incluye la materia de generación de energía eólica.
33.
Sin embargo, es claro que si bien en principio la legislatura estatal tiene facultad para establecer el cobro de derechos, en beneficio del Municipio de Villa de Arriaga, por la expedición de licencias de construcción para cualquier tipo de estructura, esta facultad se encuentra restringida en términos de lo que disponen los artículos 25, 27, 28 y 73, fracciones X y XXIX constitucionales, lo mismo sucede con el cobro de derechos por la expedición de licencias de construcción para instalación de postes de cableado, pues tampoco le corresponde esta facultad, cuando se trate de la instalación de postes para la transmisión y distribución de la energía eléctrica por tratarse de un área estratégica exclusiva de la Federación que se lleva a cabo por conducto de la Comisión Federal de Electricidad.
34.
Así pues, corresponde a la Federación regular las áreas estratégicas previstas por la Constitución, entre las cuales se encuentra la planeación y el control del Sistema Eléctrico Nacional; así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica.
35.
Con independencia de lo ya señalado, en el artículo impugnado muy claramente se establece un cobro del Municipio por la expedición de licencias de construcción para la instalación de generadores de energía eólica10.
36.
Al respecto, la Ley del Sector Eléctrico, en su artículo 3, fracción XXI, inciso a, del ordenamiento citado establece que se entiende por energías limpias:
“Aquellas fuentes de energía y procesos de generación de electricidad cuyas emisiones o residuos, cuando los haya, no rebasen los umbrales establecidos en las disposiciones reglamentarias que para tal efecto se expidan. Entre las Energías Limpias se consideran las siguientes:
a) El viento;”.
37.
Por otra parte, el artículo 3, fracción LI, de la Ley del Sector Eléctrico establece que el Sistema Eléctrico Nacional cuenta con una infraestructura, entre las que se encuentran las Centrales Eléctricas, entendidas como instalaciones y equipos que, en un sitio determinado, permiten generar energía eléctrica y productos asociados, y en ese sentido las generadoras de energía eólica son parte integrante del Sistema Eléctrico Nacional, que se considera como energía limpia de generación de energía eléctrica.
38.
En congruencia con lo anterior, el artículo 11, fracción XX, del mismo ordenamiento establece que corresponde a la Comisión Nacional de Energía: “Expedir las normas, directivas, metodologías y demás disposiciones de carácter administrativo que regulen la generación de energía eléctrica a partir de Energías Limpias…”.
39.
El artículo 12, fracción III, de la Ley del Sector Eléctrico, dispone:
“Artículo 12.- La planeación del sector eléctrico tiene carácter vinculante y está a cargo de la Secretaría, autoridad que debe elaborar el Plan de Desarrollo del Sector Eléctrico, en términos de esta Ley y la Ley de Planeación y Transición Energética. La planeación vinculante, en el sector eléctrico, debe considerar los siguientes principios:
(…)
III. Promover la transición energética a través de un proceso ordenado hacia las energías limpias y la electrificación de los usos finales; (…)”.
40.
Conforme a lo anterior, se colige que las fuentes de energía renovable son parte del Sistema Eléctrico Nacional, en tanto contribuyen a la generación de energía mediante fuentes limpias y sostenibles, por lo que, es claro que la energía eólica forma parte del sector citado.
41.
Así pues, si bien los gobiernos municipales tienen la facultad constitucional, en términos del artículo 115, fracción V, de la Norma Fundamental, de imponer gravámenes a la propiedad inmobiliaria, a través del otorgamiento de licencias de uso de suelo y permisos de construcción; en el caso, la disposición en estudio excede los supuestos sobre los cuales la autoridad municipal puede percibir un ingreso por el servicio de generación, distribución, transmisión y suministro de energía eléctrica, incluida la eólica.
42.
La norma impugnada prevé un cobro por el otorgamiento de permisos de construcción, en específico, para la instalación de cualquier tipo de estructura, postes que soporten líneas de cableado, de los cuales necesariamente quedan excluidos los que sean destinados para la transmisión y distribución de energía eléctrica, y desde luego de manera muy clara quedan excluidos los cobros de derecho por la expedición de licencias de construcción de generadores de energía eólica, porque prevén el cobro de tarifas relacionadas con el Sistema Eléctrico Nacional y, en consecuencia, con un área estratégica cuya regulación es de exclusiva competencia de la Federación. Dicha circunstancia implica que en la hacienda municipal se enteran montos con motivo de la expedición de estas autorizaciones por el supuesto descrito, el cual, se insiste, se vincula directamente con la regulación del sistema eléctrico.
43.
Conforme a lo expuesto, si la norma en análisis tiene como consecuencia el cobro a los contribuyentes por parte del municipio de un ámbito reservado a la Federación, resulta claro que el legislador local invadió las facultades de ésta, por lo que, los incisos en estudio resultan inconstitucionales.
44.
A mayor abundamiento, si bien el artículo 88 de la Ley del Sector Eléctrico determina lo siguiente:
Artículo 88.- El sector eléctrico se considera de utilidad pública. Procede la ocupación o afectación superficial o la constitución de servidumbres necesarias para la construcción de Proyectos de Infraestructura del servicio público de transmisión y Centrales Eléctricas mediante el aprovechamiento de un yacimiento geotérmico o del recurso hidráulico, o cualquier otra, conforme a las disposiciones aplicables.
Las actividades de transmisión y distribución de energía eléctrica se consideran de interés social y orden público, por lo que tienen preferencia sobre cualquier otra que implique el aprovechamiento de la superficie o del subsuelo de los terrenos afectos a aquéllas.
La Federación, los gobiernos de los Estados y de la Ciudad de México, de los municipios y de las alcaldías, deben contribuir al desarrollo de proyectos de generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, mediante procedimientos y bases de coordinación que agilicen y garanticen el otorgamiento de los permisos y autorizaciones en el ámbito de su competencia.
La Secretaría y la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales deben coordinar las gestiones administrativas para la emisión de permisos y autorizaciones necesarias para la realización de proyectos estratégicos en los plazos establecidos en la planeación vinculante y para el cumplimiento de las metas establecidas en el Programa de Desarrollo del Sector Eléctrico.
45.
Es preciso señalar que el artículo transcrito debe leerse en su conjunto, pues el primer párrafo del artículo reconoce al sector eléctrico como de utilidad pública, con la finalidad de que se facilite la ocupación o afectación superficial o la constitución de servidumbres necesarias para la construcción de Proyectos de Infraestructura del servicio público de transmisión y Centrales Eléctricas mediante el aprovechamiento de un yacimiento geotérmico o del recurso hidráulico. Lo cual se aplica necesariamente para el caso de servidumbres de paso.
46.
En el segundo párrafo se establece la preferencia que tienen las actividades de transmisión y distribución de energía eléctrica al ser consideradas de interés social y orden público, por lo que tendrán preferencia sobre otra que implique el aprovechamiento de la superficie o del subsuelo de los terrenos afectos a aquéllas frente a otros proyectos de infraestructura.
47.
Por último, en el párrafo tercero del artículo mencionado, se establece que todos los niveles de gobierno en el ámbito de su competencia deberán contribuir al desarrollo de proyectos de generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, mediante procedimientos y bases de coordinación que agilicen y garanticen el otorgamiento de los permisos y autorizaciones.
48.
En este sentido cabe precisar que el artículo 88 en comento, tiene su origen en la Ley de Industria Eléctrica abrogada, en el artículo 71, el cual se trasladó intocado, es decir, con el mismo texto a la Ley del Sector Eléctrico publicada el dieciocho de marzo de 2025.
49.
Por esta razón es fundamental precisar que en el dictamen de la Cámara de Senadores (Origen) se justifica la incorporación de un capítulo relativo al uso y ocupación superficial a que se refiere el artículo octavo transitorio de la reforma constitucional en materia energética11a la iniciativa de la Ley de la Industria Eléctrica, y en el dictamen que se sometió al Pleno del Senado de la República, se observa que se modificó el texto de la iniciativa para que los interesados en desarrollar proyectos de infraestructura del sector eléctrico manifiesten por escrito la descripción detallada del proyecto y atender las dudas y cuestionamientos de los propietarios de los terrenos informándoles de las posibles consecuencias y afectaciones que se podrían generar por la ejecución del mismo12. Y la Cámara de Diputados (Revisora) ratifica las modificaciones y las motivaciones.13
50.
De lo anterior, se puede advertir que dicho artículo solo faculta a los Municipios para el apoyo de desarrollo de proyectos de generación, transmisión y distribución de energía, sin que se les atribuya que puedan realizar cobro de derechos o en su caso legislar en materia eléctrica, por lo que no se puede establecer que exista algún tipo de concurrencia.
51.
Consecuentemente, se declara la invalidez del inciso h), fracción XIV, artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del Año 2025.
i)
Vías y transporte ferroviario
52.
Por otro lado, la parte actora indicó que el inciso i), fracción XIV, artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del Año 2025, es contrario a los artículos 25, 27 y 73, fracción X, de la Constitución Federal.
53.
Ahora bien, con fundamento en el artículo 40 de la Ley Reglamentaria de la Materia14, y toda vez que la parte actora no presentó argumentos respecto de la norma impugnada, es procedente suplir la deficiencia de la demanda.
54.
El congreso local en su contestación insiste en que cuenta con las facultades para legislar sobre el pago de derechos de un permiso de construcción en materia ferroviaria, pues considera que las personas que adquieren dicho permiso se colocan en una situación de ventaja respecto de las demás personas, puesto que el servicio no lo recibe la sociedad en su conjunto, sino que tiene un beneficiario concreto, por lo que si la actuación de la autoridad administrativa municipal es provocada por una persona física o moral, el pago de un derecho por ese concepto, sí se encuentra dentro de las atribuciones del municipio, tal y como se establece en la norma impugnada.
55.
En un primer momento, es necesario citar el contenido del artículo impugnado:
“ARTÍCULO 22. El cobro del derecho que se derive de la prestación de los servicios de planeación se causará de acuerdo con los conceptos y cuotas siguientes:

	XIV. Expedición de licencia de construcción para instalación de cualquier tipo de estructura, postes que soporten líneas de cableado, generación de energía eólica, anuncio o cualquier otro tipo:

	(…)
	(…)

	i) Colocación de vías de ferrocarril por metro lineal
	1.50

	(…)
	(…)


56.
Como se advierte, el precepto prevé un cobro por la expedición de licencias de construcción para la instalación de vías de ferrocarril. Al respecto, para determinar si los Congresos estatales cuentan con facultades para imponer dicha contribución en favor de los Municipios, es indispensable remitirnos al texto constitucional que hace precisiones en cuanto al área ferroviaria.
57.
En efecto, el artículo 28, párrafos cuarto y quinto, de la Constitución Federal establece:
“No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: (…). La comunicación vía satélite y los ferrocarriles, tanto para transporte de pasajeros como de carga, son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación, y al otorgar asignaciones, concesiones o permisos mantendrá o establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuerdo con las leyes de la materia.
El Estado Mexicano retoma el derecho de utilizar las vías ferroviarias para prestar el servicio de transporte de pasajeros. Para ello, el Ejecutivo Federal podrá otorgar asignaciones a empresas públicas o concesiones a particulares.”
58.
Asimismo, el artículo 25, párrafo sexto, de la Norma Fundamental dispone:
“(…)
Asimismo, podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y organizar las áreas prioritarias del desarrollo”
59.
Como se observa de los numerales citados, los ferrocarriles —tanto para transporte de pasajeros como de carga— constituyen un área prioritaria para el desarrollo nacional que está bajo la rectoría del Estado, y en la cual pueden participar empresas públicas, a través de asignaciones, y particulares por medio de concesiones.
60.
Para los fines del presente estudio, es relevante considerar lo relativo a las asignaciones, concesiones y permisos del sistema ferroviario. Al respecto, el artículo 6 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, indica que a la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes le corresponde, entre otras cuestiones, otorgar las concesiones y permisos a que refiere la ley, verificar su cumplimiento y resolver sobre su modificación o terminación15.
61.
En concordancia con el texto constitucional, los artículos 7, 10 y 15 del ordenamiento citado establecen lo siguiente:
“Artículo 7. Se requiere de concesión para:
I. Construir, operar y explotar vías férreas, que sean vía general de comunicación.
(REFORMADO, D.O.F. 16 DE JULIO DE 2025)

Las personas concesionarias o asignatarias podrán contratar con terceras personas la construcción, operación, conservación y mantenimiento de las vías férreas, pero, en todo momento, la persona concesionaria o asignataria será la única responsable ante la Secretaría o la Agencia, según corresponda, por las obligaciones establecidas a su cargo en la respectiva concesión o asignación, y
II. Prestar el servicio público de transporte ferroviario.

(…)
Artículo 10. La Secretaría podrá otorgar asignaciones a los estados, municipios y entidades paraestatales de la Administración Pública Federal, sin sujetarse al procedimiento de licitación a que se refiere esta Ley.
[…]

El título de asignación a favor de entidades paraestatales de la Administración Pública Federal tendrá una vigencia indefinida. Una vez otorgada dicha asignación no podrá cederse o transferirse bajo ningún título; solo podrá concluir cuando se acredite fehacientemente que no existe utilidad o interés público, interés general, interés social o razones de seguridad nacional que lo justifiquen.
(…)
Artículo 15. Se requiere permiso para:
I. Prestar los servicios auxiliares a que se refiere el artículo 44 de esta Ley;
II. Construir accesos, cruzamientos e instalaciones marginales en el derecho de vía de las vías férreas, excluyendo la construcción e instalación de espuelas, así como de líneas que tengan como objeto únicamente el transporte de carga propia o de pasajeros entre dos puntos dentro de la misma propiedad y que no se conecten a una vía general de transporte público ferroviario, mismas que se podrán construir sin necesidad de concesión, asignación o permiso.

Para efectos del párrafo anterior se entiende por carga propia aquella destinada por la persona propietaria o propietarias de la línea al autoabastecimiento, a su integración en los procesos de producción interna o a su transporte hacia un punto terminal con las redes del servicio público de transporte ferroviario, siempre y cuando dicho traslado de carga o personas pasajeras no implique comercialización a terceras personas.
III. Instalar anuncios y señales publicitarias en el derecho de vía;
IV. Construir y operar puentes sobre vías férreas, y
V. La construcción, conservación y mantenimiento de vías férreas por parte de las empresas cuando éstas se ofrezcan para su explotación y operación a terceros que tengan concesión o asignación para el servicio público de transporte ferroviario, sujeto al pago de una contraprestación. La Agencia no requerirá de permiso para los previstos en las fracciones II, IV y V del presente artículo.
62.
De lo anterior, se concluye que el sector ferroviario constituye un área prioritaria para el desarrollo nacional, en la cual pueden participar, a través de asignaciones, concesiones o permisos, empresas públicas y particulares siempre que cumplan con las bases constitucionales y legales en la materia.
63.
Sobre esta base, es indispensable considerar que el Congreso de la Unión tiene competencia para legislar en diversas materias identificadas en el artículo 73 de la Norma Fundamental, y también la tiene para imponer contribuciones sobre actividades, objetos o fuentes de riqueza identificados o especificados, entre otros numerales, en la fracción XXIX del precepto citado con antelación, que reserva para la esfera competencial exclusiva de la Federación determinados supuestos impositivos.
64.
Al respecto, destaca lo dispuesto en el numeral 4º, fracción XXIX, del artículo 73 de la Carta Magna:
“Artículo 73.- El Congreso tiene facultad:

(....)

XXIX.- Para establecer contribuciones:

(....)

4o.- Sobre servicios públicos concesionados o explotados directamente por la Federación; y

(....)"
65.
Como se advierte, sólo el Congreso de la Unión puede establecer contribuciones respecto de servicios públicos concesionados o explotados directamente por la Federación. Con dicha limitación, el legislador buscó evitar que otros órdenes de gobierno gravaran servicios a cargo de empresas públicas o particulares, pero que al final derivan en una contraprestación para la Federación.
66.
En ese sentido, es claro que los ferrocarriles constituyen un área que encuadra en los supuestos a los que refiere el artículo 73, fracción XXIX, numeral 4º, de la Constitución Federal, pues como se demostró en párrafos precedentes, es un sector que la Federación puede aprovechar directamente o autorizar la participación de terceros, a través del otorgamiento de asignaciones, concesiones o permisos, y así recibir una contraprestación, por lo que también constituye un área en la que únicamente el Congreso de la Unión puede imponer contribuciones.
67.
Ahora bien, como se advirtió, el numeral combatido establece un cobro de derechos por la expedición de licencias de construcción para la instalación de vías de ferrocarril. Si bien, como se ha reiterado a lo largo de esta ejecutoria, los gobiernos municipales tienen una facultad constitucional, en términos del artículo 115 de la Carta Magna, de imponer gravámenes a la propiedad inmobiliaria, a través del otorgamiento de licencias de uso de suelo o permisos de construcción; en la especie, la disposición de estudio excede los supuestos sobre los cuales la autoridad municipal puede percibir una prestación por el servicio otorgado a la ciudadanía.
68.
Ello es así, porque si bien la norma impugnada prevé un cobro por el otorgamiento de permisos de construcción, éste es, en específico, para la instalación de vías ferroviarias, es decir, se prevén tarifas en particular para la referida área prioritaria para el desarrollo nacional. Dicha circunstancia implica que en la hacienda municipal se enterarán montos con motivo de la expedición de estas autorizaciones por el supuesto descrito, el cual, se insiste, se vincula directamente con la regulación de ferrocarriles.
69.
Consecuentemente, se declara la invalidez del inciso i), fracción XIV, artículo 22 de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del Año 2025.
VIII. EFECTOS.
70.
En términos de los artículos 41, fracción IV16, y 4517 de la Ley Reglamentaria de la materia se declara la invalidez del artículo 22, fracción XIV, inciso i) de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del Año 2025.
71.
La declaratoria de invalidez surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de San Luis Potosí.
72.
Por último, debe notificarse la presente sentencia al Municipio de Villa de Arriaga de San Luis Potosí, por ser la autoridad encargada de la aplicación de la ley de ingresos cuya disposición fue invalidada.
Por lo expuesto y fundado, se
RESUELVE:
PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la presente controversia constitucional.
SEGUNDO. Se desestima en la presente controversia constitucional respecto del artículo 22, fracción XIV, inciso h), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2025, expedida mediante el Decreto 0128, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el treinta de diciembre de dos mil veinticuatro.
TERCERO. Se declara la invalidez del artículo 22, fracción XIV, inciso i), de la referida Ley de Ingresos.
CUARTO. La declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de San Luis Potosí, en los términos precisados en el apartado VIII de esta determinación.
QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Notifíquese por medio de oficio a las partes, así como al Municipio involucrado, y en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de los apartados del I al V relativos, respectivamente, a la competencia, a la norma impugnada, a la oportunidad de la presentación, a la legitimación activa y a la legitimación pasiva.

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI relativo a las causas de improcedencia, respecto del artículo 22, fracción XIV, inciso h), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, San Luis Potosí.

Se aprobó por mayoría de cinco votos de las personas Ministras Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI relativo a las causas de improcedencia, respecto del artículo 22, fracción XIV, inciso i), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, San Luis Potosí. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf y Figueroa Mejía votaron en contra.

Se expresó una mayoría de cinco votos de las personas Ministras Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf y Guerrero García, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo en su tema i), denominado “Generación de energía eólica”, consistente en declarar la invalidez del artículo 22, fracción XIV, inciso h), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2025. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Batres Guadarrama, Figueroa Mejía y Presidente Aguilar Ortiz votaron en contra. El señor Ministro Espinosa Betanzo anunció voto concurrente.

Dado el resultado obtenido, el Tribunal Pleno determinó desestimar el planteamiento consistente en declarar la invalidez del precepto referido, al no alcanzar una mayoría calificada, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Se aprobó por mayoría de siete votos de las personas Ministras Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa con reserva de criterio en cuanto a que no opera la suplencia de la queja, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía obligado por la mayoría, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo en su tema ii), denominado “Vías y transporte ferroviario”, consistente en declarar la invalidez del artículo 22, fracción XIV, inciso i), de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2025. Las señoras Ministras Herrerías Guerra y Batres Guadarrama votaron en contra. El señor Ministro Espinosa Betanzo anunció voto concurrente.
El Señor Ministro Presidente Hugo Aguilar Ortiz, declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.
Firman el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Ministra Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra María Estela Ríos González.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de dieciséis fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la controversia constitucional 67/2025, promovida por el Poder Ejecutivo Federal, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de veintisiete de octubre de dos mil veinticinco. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diecinueve de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 67/2025, RESUELTA EN SESIÓN DE VEINTISIETE DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTICINCO

El Poder Ejecutivo Federal impugnó el artículo 221, fracción XIV, incisos “h” e “i”, de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa Arriaga, San Luis Potosí para el Ejercicio Fiscal del Año 2025, publicado el 30 de diciembre de 2024 en el Periódico Oficial del estado, que establece el cobro de una tarifa por la expedición de licencias de construcción sobre generación de energía eólica y colocación de vías de ferrocarril por metro lineal. El Poder promovente argumenta que se invade la competencia exclusiva de la federación en materia de energía eléctrica y ferroviaria.
Razones de la mayoría

En sesión celebrada el veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) consideró, por una parte, desestimar la controversia constitucional respecto del artículo 22, fracción XIV, inciso h, de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa de Arriaga, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2025 (energía eléctrica), al no alcanzar una mayoría calificada para decretar la invalidez. Y por otra parte, decidió declarar la invalidez del artículo 22, fracción XIV, inciso i, de la misma Ley, al asumir por mayoría de siete votos de las personas Ministras Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y del Presidente Aguilar Ortiz, que el inciso impugnado invadía la competencia exclusiva de la Federación en materia de ferrocarriles y vías ferroviarias (colocación de vías de ferrocarril).

Razones del disenso
No comparto las consideraciones esenciales por las que se declaró la invalidez de la porción normativa impugnada, por los siguientes motivos:

El cobro correspondiente a la colocación de vías de ferrocarril no regula competencias de la federación; tan es así que el artículo impugnado expresamente refiere que el cobro del derecho es por la prestación de los servicios de planeación.
En otras palabras, no se habilita al municipio para verificar el cumplimiento de la normativa federal en materia de vías generales de comunicación o ferrocarriles, sino que reglamenta aspectos en los que el municipio sí tiene competencia constitucional: a) el otorgamiento de licencias de construcción, b) la autorización, control y vigilancia de los usos del suelo, y c) la concurrencia en materia de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo urbano.

El artículo 115, fracción V, incisos d y f,2 de la CPEUM establece expresamente, que los municipios tienen la facultad para otorgar licencias y permisos para construcciones, así como para autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, que son los fines particulares a que pueden destinarse determinadas zonas o predios de un centro de población o asentamiento humano, en términos del artículo 3, fracción XXXVI,3 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano.

En el mismo sentido, el artículo 304 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario prevé que toda obra que se requiera para la prestación del servicio ferroviario dentro de los límites de un centro de población deberá cumplir con lo dispuesto en la legislación, programas y zonificación en materia de desarrollo urbano. Además, que la Secretaría debe promover con los municipios, entre otros actores, la conservación, reconstrucción y ampliación de tramos federales, y la construcción de libramientos que eviten el paso por las poblaciones.

En consecuencia, se puede concluir que entre los permisos a cargo del municipio que son necesarios para la prestación del servicio ferroviario, se encuentran, precisamente, los de construcción.

Es decir, la licencia de construcción permite que el municipio verifique que las construcciones que se levanten en su jurisdicción cumplan con los planes de desarrollo urbano aplicables y se ubiquen en predios con un uso de suelo apto para sus fines.

En otras palabras, la facultad de los municipios para otorgar este tipo de licencias y permisos no se opone a las facultades exclusivas de la Federación en materia ferroviaria, pues en estricto sentido, no regulan lo mismo. Por un lado, a la Federación indudablemente le corresponde conceder la autorización para la prestación del servicio ferroviario, y, por otro lado, al Municipio corresponde otorgar las licencias y permisos complementarios para esas actividades, esto es, para la construcción de la infraestructura necesaria en la superficie para el tendido de vías.

Ministra Lenia Batres Guadarrama.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular de la señora Ministra Lenia Batres Guadarrama, formulado en relación con la sentencia del veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 67/2025, promovida por el Poder Ejecutivo Federal. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diecinueve de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE
QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 67/2025
En sesión de 27 de octubre de 2025, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la controversia constitucional mencionada al rubro. En dicho asunto se declaró la invalidez del artículo 22, fracción XIV, inciso i), de la de la Ley de Ingresos del Municipio de Villa Arriaga, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal del año 2025, que contenía cobros por la colocación de vías de ferrocarril.
El Tribunal Pleno consideró que debía decretarse la invalidez porque el legislador local invadió facultades exclusivas de la Federación.
En ese sentido, si bien voté a favor de la propuesta, considero pertinente manifestar que me aparto de algunas de las consideraciones contenidas en la resolución, por lo que resulta necesario desarrollar varias precisiones sobre mi postura respecto al estudio de fondo, como lo expongo en los siguientes párrafos.
Es preciso señalar, de inicio, que la porción normativa controvertida señala el cobro por la colocación de vías de ferrocarril por metro lineal.
Sobre ese tópico, es necesario acudir al contenido del artículo 2, fracción XIII, de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, el cual señala que las vías férreas son los caminos con guías sobre los cuales transitan trenes, inclusive los que se encuentren en los patios que, a su vez, sean indispensables para la operación.
Por su parte, el artículo 3 de la misma Ley señala que las vías férreas tendrán el carácter de vías generales de comunicación cuando:
I. Comuniquen entre sí a dos o más entidades federativas;

II. En todo o parte del trayecto, estén dentro de la zona fronteriza de cien kilómetros o en la faja de cincuenta kilómetros a lo largo de las costas, con excepción de las líneas urbanas que no crucen la línea divisoria con otro país y que no operen fuera de los límites de las poblaciones, y

III. Entronquen o conecten con alguna otra vía férrea de las enumeradas en este artículo, siempre que presten servicio al público. Se exceptúan las líneas urbanas que no crucen la línea divisoria con otro país.
Asimismo, son parte integrante de la vía general de comunicación ferroviaria el derecho de vía, los centros de control de tráfico y las señales para la operación ferroviaria.
En relación con lo anterior, el artículo 7 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario dispone que se requiere concesión o asignación otorgada por la Federación para construir, operar y explotar vías férreas que constituyan vías generales de comunicación. A su vez, el artículo 6 de la misma Ley establece que corresponde a la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, entre otras atribuciones, otorgar las concesiones y permisos, verificar su cumplimiento y resolver sobre su modificación o terminación.
De lo anterior, estimo que no toda vía férrea corresponde necesariamente al ámbito competencial de la Federación. Únicamente aquellas que, conforme a los criterios establecidos en la propia Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, reúnan las condiciones para ser consideradas vías generales de comunicación, son de carácter federal. En consecuencia, todas las demás vías férreas, que no cumplan con los requisitos para ser consideradas vía general de comunicación, quedan sujetas a la regulación estatal o municipal.
Esta distinción resulta esencial, pues el régimen jurídico aplicable y la distribución de competencias dependen de la naturaleza de la vía.
En ese tenor, la planeación, regulación, construcción, operación y explotación, únicamente de las vías generales de comunicación ferroviaria es una materia de competencia exclusiva de la Federación, pues involucra infraestructura que rebasa los límites de una sola entidad federativa y forma parte del dominio público de la Nación, en términos del artículo 28 constitucional.
En consecuencia, conforme al artículo 73, fracción XVII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión es el único facultado para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, de modo que ninguna entidad federativa puede emitir legislación o actos administrativos que incidan directamente sobre su régimen jurídico o su aprovechamiento económico.
Bajo esa premisa, se estima que el precepto local controvertido invade la esfera competencial de la Federación, en tanto impone el cobro de un derecho por la colocación de vías de ferrocarril por metro lineal, sin distinguir si dicho cobro es sobre vías férreas que con consideradas como vías generales de comunicación o en su caso, vías de carácter local. Tal omisión genera una intromisión inconstitucional en una materia cuya regulación está reservada de manera exclusiva al orden federal.
En consecuencia, al no precisar con claridad la porción normativa impugnada qué tipo de vía férrea es objeto de regulación, se genera un estado de incertidumbre jurídica respecto de su ámbito material de aplicación.
Ello conduce a estimar su inconstitucionalidad, en la medida en que la ambigüedad de la norma se interpreta en el sentido de que el cobro del derecho controvertido recae sobre vías férreas que constituyen vías generales de comunicación, materia que corresponde de manera exclusiva al ámbito federal.
En tales circunstancias, si bien comparto la invalidez de la porción normativa indicada, lo hago por razones distintas a las que se esbozan en la presente resolución.
Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro Irving Espinosa Betanzo, formulado en relación con la sentencia del veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 67/2025, promovida por el Poder Ejecutivo Federal. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diecinueve de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
1 Por acuerdo de veintitrés de abril de dos mil veinticinco, el Ministro instructor tuvo por rendidas las manifestaciones de la Cámara de Senadores; asimismo, al Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí dando contestación a la demanda.


2 Artículo 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. El plazo para la interposición de la demanda será: (…)


II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y (…)


3 El plazo aludido transcurrió del dos de enero al catorce de febrero de dos mil veinticinco. Para lo cual se descontaron los días cuatro, cinco, once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de enero, así como el uno, dos, tres, cinco, ocho y nueve de febrero, todos de dos mil veinticinco, por ser inhábiles, en términos de los artículos 2 y 3 de la Ley Reglamentaria de la materia, y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


4 Artículo 105 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre:


a) La Federación y una entidad federativa; (…)”.


5 Artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:


I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; (…)


6 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de las personas funcionarias que, en términos de las normas que les rigen, estén facultadas para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (…)


La persona titular de la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos será representado o representada por el secretario o secretaria de estado, por el jefe o jefa del departamento administrativo o por el Consejero o la Consejera Jurídica del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente o Presidenta, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento de la personalidad de estas personas servidoras públicas y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.


7 Artículo 43, fracción X de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. A la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal corresponde el despacho de los asuntos siguientes:


(…) 


X Representar al Presidente de la República, cuando éste así lo acuerde, en las acciones y controversias a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los demás juicios y procedimientos en que el titular del Ejecutivo Federal intervenga con cualquier carácter. En el caso de los juicios y procedimientos, la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal podrá determinar la dependencia en la que recaerá la representación para la defensa de la Federación. La representación a que se refiere esta fracción comprende el desahogo de todo tipo de pruebas.


8 Artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: (…)


II. Como demandada o demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general, pronunciado el acto o incurrido en la omisión que sea objeto de la controversia; (…)


9 Centro de Investigación en Recursos Energéticos y Sustentables. ¿Qué es la Energía Eólica?, Universidad Veracruzana, 2025, México, �hyperlink "https://www.uv.mx/coatza/cires/main/keeseolica/" �https://www.uv.mx/coatza/cires/main/keeseolica/�. 


10 Eraso-Checa, Francisco, y otros, Metodología para la determinación de características del viento y evaluación del potencial de energía eólica en Túquerres – Nariño, Rev. Cient. no.31 Bogotá Jan./Apr. 2018.�hyperlink "http://www.scielo.org.co/scielo.php?pid=S0124-22532018000100019&script=sci_arttext" �http://www.scielo.org.co/scielo.php?pid=S0124-22532018000100019&script=sci_arttext� 


11 Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2024: 


“Transitorio Octavo. Derivado de su carácter estratégico, las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos, así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, a que se refiere el presente Decreto se consideran de interés social y orden público, por lo que tendrán preferencia sobre cualquier otra que implique el aprovechamiento de la superficie y del subsuelo de los terrenos afectos a aquéllas. 


La ley preverá los términos y las condiciones generales de la contraprestación que se deberá cubrir por la ocupación o afectación superficial o, en su caso, la indemnización respectiva.


Los títulos de concesiones mineras que se encuentren vigentes a la entrada en vigor de este Decreto y aquellos que se otorguen con posterioridad, no conferirán derechos para la exploración y extracción del petróleo y los demás hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, sin perjuicio de los derechos previstos en sus propias concesiones. Los concesionarios deberán permitir la realización de estas actividades.


La ley preverá, cuando ello fuere técnicamente posible, mecanismos para facilitar la coexistencia de las actividades mencionadas en el presente transitorio con otras que realicen el Estado o los particulares”


12 Dictamen de las Comisiones Unidas de Energía y de Estudios Legislativos, Primera, con Proyecto de Decreto por el que se Expiden la Ley de la Industria Eléctrica y la Ley de Energía Geotérmica, y se Adiciona y Reforman Diversas Disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, de fecha 15 de julio de 2014, México, p. 84. 


“8. Del uso y ocupación superficial


(…)


Se incluye en la iniciativa de Ley de la Industria Eléctrica el capítulo relativo al uso y ocupación superficial a que se refiere al artículo octavo transitorio de la reforma constitucional en materia energética con algunos cambios que reconocen los derechos ejidales y comunales de aquellas localidades en las que exista la posibilidad de desarrollar proyectos de infraestructura del sector eléctrico. En este capítulo se propone modificar el texto original para que los interesados en desarrollar proyectos de infraestructura del sector eléctrico manifiesten por escrito la descripción detallada del proyecto y atender las dudas y cuestionamientos de los propietarios de los terrenos informándoles de las posibles consecuencias y afectaciones que se podrían generar por la ejecución del mismo y, en su caso, los beneficios que el desarrollo del proyecto podría generar a los propietarios o a sus comunidades. Se establece que la contraprestación que en su caso se pacte, deberá ser idónea para el desarrollo del proyecto en cuestión y para las necesidades de las partes.”


13 En el dictamen de la Cámara de Diputados publicado en la Gaceta Parlamentaria de fecha 28 de julio de 2014 se motivó la incorporación del artículo 71 de la Ley de Industria Eléctrica, por lo siguiente: 


“Se modifica el artículo 68 y se presenta como el 71, se establece que la industria eléctrica se considera de utilidad pública. Destaca que procederá la constitución de servidumbres, la ocupación o afectación superficial, o la expropiación de los terrenos necesarios para la realización de las actividades de la industria eléctrica, conforme a la Ley de Expropiación y demás disposiciones aplicables. 


Esta Comisión de Energía coincide con la Colegisladora en considerar de interés social y de orden público a las actividades de transmisión y distribución de energia eléctrica, por lo que tendrán preferencia sobre cualquier otra que implique el aprovechamiento de la superficie o subsuelo. Asimismo, la Federación, los gobiernos locales, municipales y delegacionales, contribuirán al desarrollo de proyectos de generación, transmisión y distribución de energía eléctrica mediante procedimientos y bases de coordinación que agilicen y garanticen otorgamiento de los permisos y autorizaciones en el ámbito de su competencia.” 


14 ARTICULO 40. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios.


15 Artículo 6. Corresponde a la Secretaría, en materia de servicio ferroviario, el ejercicio de las atribuciones siguientes: 


(…) 


II. Otorgar las concesiones y asignaciones a que se refiere esta Ley y resolver sobre su modificación o terminación; así como verificar su cumplimiento por sí o a través de la Agencia;


16 Artículo 41 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. Las sentencias deberán contener: (…)


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; (…)


17 Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


1 ARTÍCULO 22. El cobro del derecho que se derive de la prestación de los servicios de planeación se causará de acuerdo con los conceptos y cuotas siguientes:


XIV. Expedición de licencia de construcción para instalación de cualquier tipo de estructura, postes que soporten líneas de cableado, generación de energía eólica, anuncio o cualquier otro tipo:�
�
(…)�
(…)�
�
h) Generadores de energía eólica�
620.00�
�
i) Colocación de vías de ferrocarril por metro lineal�
1.50�
�
(…)�
(…)�
�



2 Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:


V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para:


d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales;


f) Otorgar licencias y permisos para construcciones.


3 Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:


…


XXXVI. Usos del suelo: los fines particulares a que podrán dedicarse determinadas zonas o predios de un Centro de Población o Asentamiento Humano;


4 Artículo 30. Toda obra que se requiera para la prestación del servicio ferroviario dentro de los límites de un centro de población, deberá cumplir con lo dispuesto en la legislación, programas y zonificación en materia de desarrollo urbano y protección ambiental.


La Secretaría, por sí o a través de la Agencia, tomando en cuenta las circunstancias de cada caso, promoverá con los estados, municipios, personas concesionarias, asignatarias o particulares la conservación, reconstrucción y ampliación de tramos federales, y la construcción de libramientos que eviten el paso por las poblaciones.





